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  CONTRATOS, DERECHOS, LIBERTADES Y CIUDADANÍAS




  Lo que hoy conocemos como “contrato social” es el producto de un
largo desarrollo de la política occidental. Sus orígenes están en una
reelaboración de la noción romana de contrato que, en su versión
política posterior moderna, reaparecerá como “contrato social”.


  
Este trabajo explora los matices de la idea contractualista y
conceptos aledaños, y examina las miradas de Hobbes, Spinoza,
Montesquieu y Smith. Luego, esbozada la disputa entre Iglesia y
Estado, aborda las obras más contemporáneas de Rawls, Nozick y
Dworkin y las peculiaridades de la “responsabilidad de proteger”,
innovación teórica reciente de la teoría y la práctica políticas en la
esfera internacional.


  
En suma, este libro versa sobre el contrato social y sus diferentes
expresiones, pero no se centra exclusivamente en él. Se pretende ir
más allá y ver los conceptos principales que se vinculan con la idea
contractualista porque sus diferentes versiones son la clave que
explica las variadas institucionalidades de las sociedades modernas.
Más importante aún: en la evolución de ese arreglo institucional es
posible rastrear el llamado “progreso político” de las sociedades.


  Javier Bonilla Saus y Pedro Isern Munne
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			Prólogo

			Juan Antonio Martínez Muñoz

			La categoría política del contrato social tiene un amplio recorrido histórico que se ha acentuado, con diversos matices, en los últimos quinientos años en la vida política del mundo occidental. Allí, y desde entonces, ha venido ocupando el papel de uno de los factores ideológicos centrales para entender el desenvolvimiento del poder político. Los orígenes se sitúan, evidentemente, en la noción de contrato propia del derecho romano. El contrato constituye, en efecto, una noción central del ius que, en su sentido civil, especifica lo genuinamente jurídico de los múltiples acuerdos entre los seres humanos por los que transcurre su vida social. Hay, en efecto, acuerdos lingüísticos, amistosos, económicos, amorosos, etc., que, para alcanzar relieve jurídico, se designan como contratos y se insertan en el conjunto de condicionantes ofrecidos por el derecho. Pero curiosamente la noción de contrato no tuvo un puesto significativo en el gobierno de Roma, ni siquiera bajo la influencia de la filosofía epicúrea griega.

			Sí tuvo más incidencia en el mundo medieval, donde se acudió al contrato para articular las relaciones de gobierno, frecuentemente personalizadas. El sentido contractual del gobierno ya estaba en la Carta Magna inglesa, de 1215, siguiendo una práctica anterior y muy extendida por diversas regiones de Europa. Quizá una diferencia notable esté en los presupuestos jurídicos que sirven de marco referencial y que lo diferencian del contractualismo “social” moderno, sin cuya diferencia éste no tendría originalidad. Creo que, generalmente, lo que se presupone es una concepción diferente del derecho. La Carta Magna inglesa fue un documento feudal de cierta magnitud que puede considerarse un prototipo de acuerdo expreso para establecer condiciones de gobierno razonables que, hasta entonces, eran tácitas y que no se insertaban en una teoría racional. Pero sí lo hacían en la arraigada concepción del derecho propia de una cultura que podríamos considerar expresiva de la idea de orden social agustiniano en el que “una definición breve y verdadera de virtud es el orden del amor” (Arendt, 2011: 58).

			La idea moderna de contrato social conlleva un trasplante, quizá consecuencia del Renacimiento, de la categoría jurídica privatista del derecho romano a la acción y a la vida política de los Estados renacentistas. Posteriormente se ha recurrido a ella para la articulación de las reglas del juego político que han gobernado los últimos siglos a las sociedades occidentales. El intento de explicar en qué condiciones estamos sometidos al poder político de una manera “científica” ha generado una intensa preocupación los últimos siglos. Ha producido una enorme diversidad de teorías que, por encima de sus divergencias y sus contradicciones, mantienen unas pretensiones comunes y unos parámetros fundamentales compartidos. Quizá arrancan del intento de “juridificar” la política de la Edad Moderna en los esquemas del contrato dominantes en ese momento histórico. El intento de legitimar un poder político de dimensiones cada vez más amplias, que con el tiempo abarcaba más y más aspectos de la vida social, se ha asociado ideológicamente a la construcción de la ciudadanía, que generalmente se puede sintetizar en ser libres e iguales bajo la ley, en estar sometidos a la misma ley; una libertad que es sumisión a la ley del Estado y que, en cuanto tal, contrasta dramáticamente con la diversidad de la personalidad humana y de la posición social del ser humano que fue moldeado bajo la forma de “el ciudadano”. No en vano “la Revolución Francesa trató de hacer equivalentes los deberes militares de la ciudadanía estatal con una identidad nacional unitaria. El resultado, como todo el mundo sabe, fue una fuerte oposición y una sangrienta represión” (Monod, 1996: 29). Las pretensiones monopolísticas del Estado moderno, encerrado en unas fronteras, no se refieren exclusivamente al gobierno; abarcan la economía, la ciencia, el dinero, las universidades, la lengua y la literatura, el arte en general, la religión y las iglesias nacionales.

			Un primer aspecto del contractualismo se relaciona con la principal característica del Estado moderno: su soberanía. La idea de Bodino (integrante de “los políticos” franceses) tuvo que afrontar inicialmente la incuestionable primacía de lo sagrado en la cultura europea, en la que el inconformismo radical con la apariencia inmediata de las cosas, que había distinguido a los europeos, estaba aferrado a la convicción de que la verdad, el bien y la belleza presentaban un carácter absoluto y, consecuentemente, su trasfondo sagrado había impedido la vigencia inmediata de la fuerza en un orden social cuyas formas de organización históricas no podían considerarse nunca definitivas. Podemos discutir si la idea de soberanía expresa una necesidad justificativa para hacer aceptable a la población el emergente poder del Estado o, por el contrario, es la idea misma la que potencia el desarrollo de esa organización política. En todo caso, no es la última instancia moral porque se reconduce al poder fáctico del Estado, que no reconoce superior dentro de un territorio.

			La vinculación de la soberanía con la secularización podemos verla trazada en el trabajo de Jonathan Arriola, cuyo detallado estudio aborda la relación entre la soberanía y la secularización occidental. Estudia con profundidad las raíces medievales, su paso por Bodino y, especialmente, por Hobbes, destacando las implicaciones de la idea hobbesiana de soberanía para la religión, que se pueden plasmar básicamente en la secularización.

			Igual que impulsora de la secularización, la soberanía, expresión determinante de la primacía de la fuerza concentrada en las relaciones sociales, pasó a ser considerada como el factor motor del mundo. Hasta entonces, el mundo era considerado movido por el amor, del que se decía que era la fuerza primordial del espíritu, que se estaba haciendo visible en los inicios de la Edad Moderna, y se enfrenta a la persistencia de las convicciones morales históricamente arraigadas.

			El profesor Oded Balaban pone de relieve, de manera incisiva y original, la existencia de una doble ética en Spinoza, distinta de la multiplicidad de interpretaciones que posteriormente ha suscitado la obra moral spinoziana que, según indica en el subtítulo de la Ética, es more geometrico demostrata y que, pese al complejo entramado de definiciones, axiomas, postulados y leyes, pudo ser considerada por Unamuno como “un desesperado poema elegíaco”. Una actitud conexa con el maquiavelismo y que conecta con muchos aspectos de la Ilustración radical, cuyas implicaciones destaca el profesor Balaban. Del mismo modo que se ha señalado la existencia de una doble filosofía en Descartes, con un racionalismo que sutilmente se puede derivar hacia un voluntarismo radical, ese dual sentido de la moral introduce una quiebra en la conformación armoniosa de la moralidad tradicional de la cultura europea. Es evidente la utilidad que, para el poder político, presenta cualquier ética exotérica o que presente un sentido gnóstico.

			Especialmente relevante es el estudio que el profesor Javier Bonilla Saus dedica a la obra de Montesquieu, en especial referido a su monumental Del espíritu de las leyes, libro que sitúa el gobierno político dentro del marco más amplio conformado por una visión enciclopédica de la sociedad, más proyectada que realizada, pero que preanuncia la sociología de Augusto Comte. De hecho, “se podría decir que Comte habla del gobierno legal con tanta confianza como Montesquieu, pero con esta diferencia: que no se trata de leyes en sentido jurídico sino sociológico” (Negro Pavón, 1985: 187), y no está ausente en su obra un naturalismo que conduce a concebir la sociedad como materia prima para la acción del gobierno racional. Su influencia en la ideología de la Ilustración y, por proyección de ésta, en el mundo actual es muy amplia (pensemos en su famosa división de poderes, que ha pasado a ser un tópico de la política de los últimos siglos), pese a lo cual el profesor Bonilla señala unas limitaciones incuestionables, por contraste con Hobbes o Locke, frente a cuya idea de un mundo fundado en el comercio Montesquieu considera que no puede haber otro vínculo universal legítimo que el propio comercio y, por lo tanto, cualquier otro sistema universal de gobierno ha de basarse en el despotismo.

			Un aspecto importante de la implantación del Estado fundado en el contrato social tiene que ver con su incidencia en la economía. La acción del Estado sobre la economía ha sido progresiva en los últimos siglos, con diferentes justificaciones. Aparentemente, las teorías de Adam Smith pueden entenderse como una limitación de la intromisión estatal del Estado en la economía, en cuanto expresivas del utilitarismo conducente al mercado y a la especialización natural del trabajo humano, que el Estado sólo garantizaría, protegiendo imparcialmente la vida, la propiedad privada y el libre contrato. Smith (1955: 53) considera “la propiedad del trabajo y la destreza de las manos como el más sagrado e inviolable de los derechos” y, “siguiendo a Adam Smith, «cualquier individuo […] sólo piensa en su ganancia propia, pero en éste, como en otros muchos casos, es conducido por una mano invisible a promover un fin que no entraba en sus intenciones»… Las explicaciones de mano invisible minimizan el uso de las nociones que constituyen el fenómeno por explicar… no explican las pautas complicadas… Las explicaciones de los fenómenos por una mano invisible procuran, así, un mayor entendimiento del que producen las que lo consideran provocados por designio, como objeto de las intenciones de los individuos. No es sorprendente, por lo tanto, que sean más satisfactorias. Una explicación de mano invisible explica lo que parece ser el producto del designio intencional de alguien, como no causado por la intención de alguien. Al tipo opuesto de explicación podríamos llamarlo una «explicación de mano oculta». Una explicación de mano oculta explica lo que parece ser meramente un conjunto desconectado de hechos, que (ciertamente) no es producto de un designio intencional, como si fuera producto del designio intencional de un individuo o grupo. Algunas personas también encuentran satisfactorias esta explicaciones, como lo muestra la popularidad de las teorías de conspiración” (Nozick, 1988: 31-32); pero la mano invisible parece un sustituto de la Providencia, que no sabemos si actuará en una visión atea de los acontecimientos. Además, la previsión de los resultados de las acciones no depende del uso correcto de la inteligencia, ni siquiera en el caso de las organizaciones criminales que consiguen sus objetivos ocultamente. Pero, según pone de relieve la profesora Alejandra M. Salinas, aunque su defensa de los ejércitos permanentes, de la neutralidad de la administración y de la justicia parecen confluir con el sistema republicano, de hecho la insistencia del republicanismo en la participación de los ciudadanos en los asuntos públicos (al margen de los condicionantes efectos económicos) se presenta como incompatible con el mercado; y, pese a que el republicanismo parece poder encontrar la justificación para algunas de sus pretensiones políticas, como la resistencia al poder, en los principios del mercado, es evidente que el pacto social se distancia de los múltiples pactos individuales momentáneos que constituyen el mercado y que, frente a él, aparece como una teoría artificial. No podemos olvidar que “a partir de Smith y Ricardo, la fuente de la riqueza pasa a situarse exclusivamente en el trabajo humano, lo que conduce a la devaluación del cuidado” (Ballesteros, 1989: 29). Esta noción de cuidado creo que tiene unas exigencias algo diferentes tanto del mercantilismo cuanto del antagónico republicanismo político.

			De un modo inevitablemente emparentado con la influencia del Estado moderno en la economía, se produce su influjo en la religión. Nos muestra así que ambas actividades, que pueden caracterizarse culturalmente, se ven afectadas por el mismo proceso de implantación de los Estados soberanos. La gran discusión sobre la presencia de la religión en la vida pública, de la que se ha ocupado en su trabajo el profesor Germán Clulow, se relaciona con el proceso de secularización inherente al Estado moderno, que tiene uno de sus principales episodios en las llamadas guerras de religión. Éstas constituyen un efecto de la politización de la religión en la incipiente Edad Moderna, puesto que “los príncipes católicos alemanes, los Habsburgos españoles y los Valois franceses, todos presionaron al papa, consiguiendo concesiones que incrementaban considerablemente su control sobre la Iglesia dentro de sus propios dominios… «en 1527, los soldados de Carlos V saquearon Roma, no Wittemberg…» Carlos V, Sacro Emperador Romano, dirigió finalmente su atención a los protestantes, en 1547… Cuando, en 1552-53, los príncipes luteranos (ayudados por el rey católico francés Enrique II) derrotaron a las tropas imperiales, los príncipes católicos alemanes permanecieron al margen, neutrales” (Cavanaugh, 2007: 38). Aunque las principales guerras mundiales no estaban alentadas por motivaciones religiosas, con una religión ya prácticamente domesticada por el poder político, siguen la misma lógica inherente al poder político. Pero el proceso de secularización no se ha limitado a las relaciones interestatales que sangrientamente dividieron a Europa, sino que se ha trasladado a la propia vida social en el interior de los Estados, en los que la implantación del espacio público neutral ha consistido básicamente en la afirmación de la política sobre cualquier otra actividad cultural. La idea, que se expresa en una canción popular mexicana, de que “no podrán nuestro amor profanar” deja de ser aplicable en el espacio público.

			La teoría del contrato social ha conocido recientemente dos reformulaciones claramente influyentes en el siglo XX. Una de ellas, en la obra Anarquía, Estado, utopía, de Nozick, y la otra, en la Teoría de la Justicia, de John Rawls. El estudio que sobre estas obras ha sido efectuado por el profesor Agustín Courtoisie es clarificador. La obra de Nozick hace un planteamiento de corte hobbesiano, pero desde una perspectiva y con una terminología claramente económica. La conclusión básica se podría resumir en que la lógica del mercado da lugar a un Estado mínimo pero indudablemente soberano; quizá la principal diferencia radique en que, en Hobbes, el soberano surge de la concentración de la fuerza meramente política, y en Nozick, de la concentración de la fuerza económica; el profesor Courtoisie indica algunas correcciones del liberalismo radical de Nozick y analiza las reacciones que han suscitado sus ideas.

			La teoría de la justicia de Rawls ha constituido, en gran medida, el soporte teórico del Estado del bienestar que es una especie de pacto social diferente de los pactos iniciales de la Edad Moderna, generalmente limitados, al menos en sus proclamaciones, a la seguridad y la justicia. En cuanto exponente del liberalismo político (opuesto, por lo tanto, al económico utilitarista radical de Nozick), comparte con Habermas la confianza en poder sustentar una concepción pública de la justicia, válida para las sociedades actuales, esto es, sujetas al fact of pluralism, al pensamiento posmetafísico, al carácter finito y falibilista de la razón. Ambas son procedimentalistas y piensan que los elementos procedimentales favorecen la prioridad de la justicia sobre el bien. El procedimiento evitaría que “un acuerdo entre partes de diversa procedencia sólo se pueda alcanzar a partir del modelo de las asimilación de sus criterios a los nuestros” (Rorty) o de la renuncia de nuestros criterios a favor de los suyos (MacIntyre) (Habermas y Rawls, 1998: 12-14).

			En otra interesante perspectiva, el profesor Andrés Riva Casas trata también la obra de Rawls. El tema del que se ocupa es su proyección en las relaciones internacionales y el “derecho de gentes” que propone para ellas. La consecución de un adecuado equilibrio en las relaciones internacionales siempre ha sido acuciante, pero en nuestros días lo es más, si cabe, dada la continua amenaza que determinados conflictos regionales suponen para la paz mundial. Igualmente basada en el contrato social, lo formula con una clara dependencia respecto de la paz perpetua de Kant y en conexión con su ideal cosmopolita, igual que la teoría de la justicia es tributaria del formalismo moral kantiano, pues es claro que “with his conception of a «cosmopolitan condition» (weltbürgericher Zustand), Kant took a decisive step beyond an international law, which remained orientated exclusively to states” (Habermas, 2007: 205). Naturalmente la pretensión de erradicar la guerra con el estatus igualitario de los Estados se ha mostrado algo utópica y que, en la versión de Rawls, se implanta minimizando el papel de los derechos humanos y corrigiendo su formulación del liberalismo político.

			A uno de los ámbitos de la vida social donde recientemente más se ha aplicado, o tratado de aplicar, la idea del contrato social, considerándolo un intento de diseñar un mundo nuevo de Justicia social, con condiciones de vida diferentes de las efectivamente existentes en determinados momentos históricos, es a la justicia distributiva. El profesor Pedro Isern Munne enfoca la problemática inherente al intento, considerando el alcance de la recurrente metáfora de la isla desierta para contrastar las teorías distributivas de la justicia con la teoría económica del valor. También pone en juego la noción de clamshell de Ronald Dworkin, con quien tuve oportunidad de hablar en dos ocasiones –una en Nueva York y otra en Madrid–, idea con la que planteó la discusión sobre qué es lo que se distribuye y la necesidad de una medida del valor; algo que estimo extraordinariamente complejo en una sociedad multicultural, donde no hay homogeneidad de las apreciaciones del bien.

			Una serie de nociones escapa al campo político delimitado por la soberanía, con la que podemos conectar la razón de Estado y la especial virulencia de las guerras más recientes, que implicaba la no injerencia en los asuntos internos de un Estado. Una de esas nociones es la “responsabilidad por proteger” de la que se ocupa el profesor Fabián Wajner, con un estudio de su incidencia o contraste con la no interferencia, el relativismo cultural y el pacifismo. Indudablemente esa noción puede entenderse de manera dual: en términos de uso de la fuerza por los poderosos sobre los débiles, y en términos de justicia y cuidado. La apelación a la fuerza estaba presente en el Pacto, de inspiración kantiana, de la Sociedad de Naciones, cuyo artículo 22 distinguía los pueblos civilizados de los salvajes, susceptibles éstos de ser administrados desde fuera por la fuerza. La justificación de la intervención en la violación de los derechos humanos parece diferenciarse algo de la intención de hacer justicia, de la misma manera que la interferencia en la autonomía con la tolerancia cero resulta una justificación diferente de la que se hace desde el paternalismo. En relación con esa última posibilidad, se podría relacionar con la noción de cuidado, que no pertenece a la modernidad.

			La implicación fundamental de la soberanía se podría resumir con una cita de Voegelin (2006) que he mencionado ya en alguna ocasión. Fotografía el carácter despersonalizador del proceso de implantación del Estado moderno, fundado en el artificio del contrato social, y ello podemos verlo claramente en la concepción hobbesiana, en la que inevitablemente:

			 

			La unión en un estado bajo un soberano puede manifestarse en forma legal, pero es ante todo una transformación psicológica de las personas unidas […] Los contratantes no crean un gobierno que los represente como individuos. En el acto del contrato dejan de ser personas que se autogobiernan y funden sus impulsos de poder en una nueva persona, el Estado. El portador de esa nueva persona, su representante, es el soberano […] Esta construcción exige algunas distinciones en relación con el significado del término “persona” […] “Cuando se representa a sí mismo, es una “persona natural”; cuando representa a otro, se lo llama “persona artificial” […] una persona es lo mismo que un actor, tanto en el teatro como en la conversación corriente; y personificar es actuar o representar a sí mismo o a otro”. Ese concepto de persona le permite a Hobbes separar el reino visible de las palabras y los actos representativos del reino invisible de los procesos que tiene lugar en el alma […] La creación de esa persona del Estado, insiste Hobbes, es “más que consentimiento y concordia” como lo sugiere el lenguaje del contrato. Las personas humanas individuales dejan de existir y se funden en la persona que representa el soberano. (217-219)

			 

			Ese proceso afecta a todos los aspectos de la cultura humana. El carácter despersonalizador no es el único que produce, pero los compendia todos. Normalmente se asocia a la exclusión de la religión de la vida pública, inherente a la implantación de la soberanía, a la politización, a la construcción del espacio público como deseable, pero no se advierten fácilmente sus consecuencias para el proceso de personalización humana.

			Quizá una de las principales cuestiones a las que se debe dar respuesta esté en cómo evitar que el pacto social se reduzca a la acción de unos “cavernícolas sentados juntos para pensar sobre cómo será, para siempre, la mejor sociedad posible y, entonces, ponerse a instituirla” (Nozick, 1988: 301); para ello, quizá deba dar entrada no sólo a la necesidad de estabilización y adaptación, procesos cuya racionalidad ya no es tan evidente, sino que, ante todo, las diversas teorías del contrato social –estimo– deben resolver el déficit de capacidad comprensiva derivada de su sentido explicativo al servicio de la afirmación de un poder social anónimo e impersonal: del Estado.

			Muchos de esos interrogantes pueden verse tratados, y en muchos casos también adecuadamente resueltos, en esta obra cuya lectura resulta, por ello, altamente recomendable para comprender el proceso político de la modernidad y, también, la situación presente del mundo occidental, dependiente de la deriva ideológica que lo orienta. No sólo nos permite comprender una serie de autores relevantes, paradigmáticos, sino también verlos desde una perspectiva singular y especialmente bien detallada, que permite recomendar encarecidamente su lectura.
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			Introducción

			Javier Bonilla Saus y Pedro Isern Munne

			a. El desarrollo de la tradición contractualista no puede ser abordado como una suerte de relato mecánico, que se repite de manera casi atemporal y autosuficiente, y que atraviesa la historia en forma aparentemente inmutable. Dicha tradición es, en realidad, parte de un largo proceso de transformaciones y acumulación conceptual que ha reflejado las preocupaciones centrales de la filosofía política occidental de varias épocas, y ello, a lo largo de un extenso período histórico.

			El contrato no es otra cosa que un “formato de dispositivo teórico”, aunque pueda presumirse que se trata del mecanismo central en el desarrollo del pensamiento político moderno y, más aún, de las democracias liberales de nuestro tiempo. Las diferentes versiones (e incluso tradiciones) del contrato son la clave para comprender la institucionalidad de las sociedades modernas. Pero más importante aún es que, a través de la evolución de dicho contrato como dispositivo teórico, es posible rastrear, quizás, eso que podría ser llamado el “progreso político” de las sociedades modernas. Concebido inicialmente, y en un peculiar momento que data del siglo XVII, para fundamentar de manera radicalmente “moderna” la legitimidad del poder político, hoy, sobre esas bases, se han sustentado nuevas y sofisticadas concepciones de la institucionalidad jurídica, de la justicia social, de los derechos civiles, políticos, etcétera.

			Si bien no es el objetivo de esta publicación realizar un exhaustivo análisis del contractualismo y su evolución histórica, es necesario reconocer que el pensamiento político que reflejan estas páginas tiene como trasfondo una preocupación central, organizada “en torno” a la temática de ese contractualismo que es reconocido como una de las más ricas tradiciones de la filosofía política de Occidente.

			Pero, como dijimos, la tradición contractualista no sólo es históricamente larga, sino que, en términos cualitativos, es de una gran diversidad. Sus expresiones tienen acentos muy diferentes, que se revelan en “relatos contractualistas” de variados perfiles.

			Quizá uno de los más antiguos sea el contractualismo constitucional, cuya finalidad fue, esencialmente, el establecimiento de los derechos y las obligaciones que vinculan al soberano en su relación con los súbditos y viceversa, y que, a veces, avanzó hasta intentar establecer las reglas del juego en los nacientes poderes del Estado.

			Igualmente es posible distinguir un contractualismo civil, cuya principal preocupación es salvaguardar las características de un estado natural, prepolítico, en donde, para ciertos autores, los individuos son portadores de determinados derechos fundamentales (vida, libertad, propiedad, etc.) que ningún arreglo constitucional, por ejemplo, debería modificar. Pero no menos significativa es la existencia de un contractualismo moral, enfocado principalmente en el análisis de las decisiones de los individuos que adoptan, motu proprio, restricciones de conducta con el objetivo de maximizar su interés individual. Los arreglos institucionales, en este caso, estarían dados por normas morales de carácter “universal” o, por qué no, de carácter más particularista.

			Sin embargo, no sólo es posible ingresar en una suerte de tipología cualitativa de los distintos tipos “lógicos” de contractualismo. Desde la Antigüedad, la larga historia del contrato ofrece un inabarcable muestrario con posibilidades casi infinitas para pergeñar el arreglo básico de las distintas sociedades.

			Quizás un ejemplo histórico pertinente como “punto de partida” de nuestro trabajo, por aparecer en los primeros albores de la modernidad, sea la idea calvinista de que una sociedad debidamente “arreglada” descansaba sobre un doble contrato. Por un lado, un contrato que obligaba al rey y al pueblo ante Dios (por el cual el pueblo se convertía en Iglesia); y, por el otro, un segundo contrato, establecido entre el rey y el pueblo, que era específicamente político. En el seno de esta sociedad política que se estaba instaurando, el rey se obligaba a gobernar con justicia, y el pueblo, a obedecerlo.

			La mención al calvinismo (y a la Reforma en general) es adecuada porque serán las arrasadores guerras de religión que sacudirán a Europa las que determinarán que la cuestión de lograr un poder legítimo capaz de garantizar con eficacia el orden social se transforme en absolutamente prioritaria.

			Hobbes, retomando parcialmente la interpretación tomista de la filosofía aristotélica, logrará imaginar una innovadora y hasta revolucionaria forma de revestir de legitimidad al poder político (ahora más que nunca soberano), así como a las instituciones creadas para su ejercicio. Como es sabido, el planteo hobbesiano consiste en la concreción de un arreglo entre individuos que deciden despojarse de buena parte de sus derechos para cederlos de forma irrevocable a una autoridad cuya función primordial ha de ser garantizar la paz social. La primera de las reglas de juego de este arreglo, que garantiza la legitimidad del régimen que se instaura, es que el centro de poder que se implementa en el contrato no pueda ser puesto en cuestión, de manera significativa, por ningún “competidor”.

			Desde este momento hobbesiano, pues, la filosofía política occidental asumió que era imposible pensar el funcionamiento de la polis sin la presencia de un centro de control (real o imaginario) que tuviera en sus manos algo parecido al “monopolio de la violencia”.

			El desarrollo posterior del pensamiento contractualista fue dando paulatinamente por sentado ese “primer momento”; y, si en Locke todavía se escuchan (aunque algo apagados) los ecos de la férrea voluntad hobbesiana de erigir un Poder “que nadie pueda desafiar”, se parte ahora de la idea de que el estado de naturaleza es un estado relativamente pacífico en el que la mutua conservación de los individuos descansa sobre su talante proclive a la convivencia social, por lo que la instauración de una soberanía será necesaria pero no estrictamente indispensable para que subsistan los lazos sociales más elementales.

			En una propuesta peculiar, por abiertamente contradictoria con la mecánica del arreglo contractual imaginado por los mencionados autores anglosajones, Rousseau concibe una instancia prepolítica, donde los individuos son esencialmente iguales, buenos, inocentes y solidarios. Este estado natural, casi angelical, se verá radicalmente subvertido por la emergencia de la “propiedad privada”, cuyo efecto inmediato será la generación de la desigualdad entre los hombres.

			La multiplicidad de versiones del arreglo contractual que se desarrolló desde los inicios de la modernidad no disimulaba las carencias de los modelos propuestos. Atendiendo a esta situación, y en búsqueda de una aproximación más universal y ética del contrato, Kant pretende hacer descansar la legitimidad del poder político en la autonomía moral de los individuos. A través de sus imperativos categóricos, el filósofo prusiano busca establecer un equilibrio entre la racionalidad individual y la universalidad de las normas morales, que permita conciliar la voluntad general de la ciudadanía con las libertades de cada individuo.

			El lector advertirá que el conjunto de textos que sigue a esta introducción pone un cierto énfasis en el análisis de las propuestas neocontractualistas y en algunos de sus desarrollos derivados más contemporáneos.

			La referencia obligada de este neocontractualismo contemporáneo será la obra de John Rawls, quien retorna a la teoría del contrato pero, ahora, con horizontes teóricos y políticos bastante más amplios que los tradicionales. Posicionado de forma incuestionable sobre la monopolización de la fuerza por parte del Estado (es decir, sobre toda la tradición contractualista que lo precedió), Rawls se propondrá diseñar un contrato para el cual la centralización del poder político ya no es un problema, sino que es un hecho consumado desde largo tiempo atrás en sociedades contemporáneas maduras, como las occidentales. 

			Su preocupación se centrará, por lo tanto, en el establecimiento de reglas de juego que se internen en la regulación de nuevos problemas de la polis contemporánea. Estas reglas también aspiran a organizar la estructura básica de la sociedad, pero tienen una relación “contingente” con la vieja cuestión de las reglas que pretendían regular el corazón de la legitimidad del poder político soberano. Lo que Rawls hará, recogiendo los frutos de esta tradición filosófica, es aprovechar el ámbito de estabilidad que las sociedades modernas disfrutan a través de la (casi siempre) incuestionada centralidad del poder como autoridad monopólica, para extender el razonamiento contractualista a terrenos bastante más amplios. 

			Es en este sentido como la discusión sobre la justicia (más particularmente, sobre la justicia distributiva) se convierte en una cuestión que, para Rawls, no tiene una relación directa con quién ejerce el poder y cómo lo hace, ya que sus principios de justicia se aplicarán a una estructura cuyo establecimiento es, en algún sentido, “paralelo” al de la autoridad soberana. Para este autor, el poder será un instrumento para dar cuenta de problemáticas novedosas, si no para la filosofía política, al menos para el contractualismo propiamente dicho. Rawls diseña una estrategia contractual innovadora, puesto que, para propiciar el arreglo institucional, no es necesario cuestionarse sobre la legitimidad del poder político, sino más concretamente en cuanto a su utilización para solucionar el “problema de la justicia”. 

			Para Rawls y, conjuntamente, para gran parte de la filosofía política contemporánea, lo relevante es discutir las condiciones iniciales para una sociedad justa, mientras que lo secundario es el papel del poder y la coerción estatal en ese hipotético arreglo institucional. Nótese que algo “secundario” no es, en su teoría, por cierto, algo irrelevante, pero tiene una importancia que depende de la posibilidad de pensar y concretar lo primero (lo que es relevante “en primer lugar”). Sólo después tiene sentido analítico y ético embarcar, en esa discusión esencialmente filosófica, el sentido, el lugar y el alcance del poder monopólico sobre el que terminamos asentando la sociedad. 

			Como antes mencionamos, es claro que el programa filosófico de Rawls ha enriquecido (para algunos, incluso, revivido) la discusión sobre el contrato. El impacto de su trabajo se entiende no sólo a partir de su erudita versación en filosofía, ética, historia, filosofía del derecho y, en menor medida, economía, sino también a partir de las limitaciones que enfrentaba el pensamiento contractualista clásico. 

			En este sentido, abordaremos también, en el presente libro, el neocontractualismo libertario de Robert Nozick, quien, reconociendo la abrumadora agudeza del pensamiento rawlsiano, retoma igualmente el dispositivo contractual con el fin de justificar la existencia de un ámbito de libertad individual radicalmente más amplio que el reconocido por Rawls.

			Veremos, por lo tanto, que, desde los primeros esbozos de renovación del pensamiento contractualista, en la temprana modernidad, hasta la época contemporánea, este dispositivo teórico ha sido un elemento central en el establecimiento de distintos arreglos institucionales que, signados por preocupaciones divergentes, han dado forma a las sociedades que hoy conocemos, habitamos y, en ocasiones, buscamos preservar, modificar y defender. Es el contrato, sin dudas, el pilar fundamental de ese arreglo institucional al que hemos denominado “democracia liberal” y que hoy, como muchas veces en su historia, es víctima del afán revisionista de múltiples relatos relativistas.

			 

			b. El breve desarrollo esbozado anteriormente sobre la diversidad de la historia y la actualidad de la corriente contractualista explica, al menos esquemáticamente, las condiciones de la discusión que se entabló, entre buena parte de los autores que aquí escriben, en torno a la cuestión del contrato. 

			En gran medida en el marco del Seminario de Discusión Teórica del Departamento de Estudios Internacionales de la Universidad ORT Uruguay, la discusión terminó girando en torno a una pregunta que, detrás de su aparente sencillez y a pesar de su obviedad, vuelve a abrir un campo de investigación prácticamente infinito: “¿Cómo se han articulado las reglas de juego que regularon y regulan las distintas sociedades a lo largo de la historia?”. Más específicamente, la pregunta apuntaba a explorar las modalidades de regulación que adoptaron y adoptan las sociedades que se han dado en llamar “modernas” y “posmodernas”.

			Seguramente que los mecanismos de regulación macrosociales se han constituido de manera muy distinta según los diferentes casos históricos. Pero, para los autores, resultaba de interés explorar, siquiera parcialmente, algún tipo de explicación sobre cuáles eran las razones de esas diferencias. En otros términos, se entendió que convendría saber si esas “variaciones” o “diferencias” entre los arreglos institucionales, o contratos, adoptados dependen, por ejemplo, de los tipos y las dimensiones de los espacios nacionales que dichas sociedades ocupan, de las modalidades culturales que hicieron más plausibles determinados arreglos que otros; y, seguramente, también se encontrarían variaciones de las soluciones institucionales acordadas que respondiesen a cuestiones tan difíciles de precisar como la mayor o menor acumulación histórica de las sociedades en cuestión. De ser ello así, también, las diferencias en los arreglos reguladores de las sociedades habrían de ser consideradas, al menos parcialmente, como dependientes de algo que podríamos llamar “variables temporales”.

			Pero la exploración de las variaciones en las reglas abstractas de la organización de las sociedades, que presumiblemente dependen de los avatares políticos, del acervo cultural, del tiempo o del espacio, ¿hasta dónde es realmente relevante para dar respuesta a esas preocupaciones que suelen ser mal llamadas “prácticas”? Nos referimos, por ejemplo, a preguntas del tipo “¿no es acaso relevante separar y poder distinguir las características de los arreglos acordados por las sociedades «exitosas» de aquellos que aceptaron compaginar las sociedades «fracasadas»?”.

			En realidad, la pretensión de distinguir arreglos institucionales “buenos” de arreglos “malos”, que a su vez darían lugar en las distintas sociedades a desarrollos históricos “benignos” o “deficitarios”, es portadora de, al menos, dos problemas.

			Por un lado, un primer problema supone que admitimos que, realmente, existe la posibilidad de lograr un acuerdo institucional y ético, tendencialmente universal, para caracterizar lo que es un acuerdo institucional “bueno” y uno “malo”; y, más complicado aún, que tenemos un consenso para definir lo que, en sociedades diversas, son realidades históricas con resultados “benignos” versus otras que generarían resultados que definiríamos como “deficitarios”. No es difícil apreciar que el número de valoraciones implícitas en semejante caracterización es enorme, y que un intento de definición precisa aproxima al trabajo a transformarse en algo imposible.

			Por otro lado, es presumible que el razonamiento padezca de un acendrado reduccionismo epistemológico, puesto que pretende ligar mecánicamente un tipo de “arreglo institucional”, jurídico y abstracto, con una modalidad de “resultado histórico” a nivel histórico-social concreto. En efecto, el planteo presupone de manera no muy explícita que lo que llamamos “realidades benignas o deficitarias obtenidas en las distintas sociedades” son función directa del tipo de arreglo fundante acordado por éstas, independientemente de cualquier otro elemento, circunstancia, influencia o proceso que impacte en cada sociedad. Parece evidente que la relación entre lo que se percibe y define (complejo de definir desde el punto de vista teórico, como vimos arriba) como realidad histórica “benigna” o “deficitaria” de una nación y el tipo de arreglo constitutivo de esa sociedad es una relación lejana, compleja e indirecta, por lo que su eventual correlación es altamente difícil de discernir si no es que resulta ser del orden de lo intangible. 

			En el correr del proceso de discusión y elaboración de la publicación, fuimos constatando que lo que permite afirmar la pertinencia de juicios adjetivantes como “realidades benignas o deficitarias obtenidas por las distintas sociedades” es principalmente una función de una compleja conjugación de peculiaridades culturales, sociológicas, económicas, tecnológicas, de disponibilidad de recursos naturales o de mano de obra, para no nombrar más que algunas de esas peculiaridades. Son estos acontecimientos parcialmente aleatorios que se combinan con múltiples otras “variables intermedias” que existen –o, si se quiere, que funcionan– como mediaciones entre la calidad del acuerdo institucional fundante de cada sociedad y la percepción que ésta tiene del eventual “éxito” o “fracaso” de un transcurso histórico social. De este modo, pasan a tener un impacto secundario las modalidades del arreglo básico que define las reglas del juego de cada sociedad.

			Desde luego que la definición de estas reglas básicas de juego resulta clave para el funcionamiento del todo social. Pero esa caracterización sobre las bondades o las falencias de la sociedad observada se advierten a nivel de esas mediaciones, que son las que viven realmente la ciudadanía, las familias, los partidos políticos, el mundo de la economía o la administración de Estado, el gobierno, etcétera. 

			La paz social, la calidad y la tranquilidad de vida de los integrantes de la sociedad están generalmente reguladas, en sus aspectos más abstractos, por el arreglo social constituyente. Pero, en los hechos, el perfil de vida de esa sociedad es función directa de cuáles son los derechos que usufructúan efectivamente los individuos, las familias, las empresas, las asociaciones civiles y políticas, y los más distintos sectores sociales de la polis, y de cuáles son los derechos que, por ejemplo, aunque consagrados en el arreglo social fundacional, no logran ser (por las más distintas razones) efectiva o totalmente usufructuados. Son las modalidades históricas del acceso y el uso concreto de esos derechos los que, en última instancia, les permiten a los individuos construir y usufructuar una “buena” o una “mala” sociabilidad.

			De igual manera, el bienestar cotidiano de los individuos que conviven en la sociedad se desprende directamente de qué clase de libertades pueden obtener y usufructuar concretamente en su vida pública y privada de manera cotidiana. Ello requiere, indudablemente, que el arreglo básico adoptado por la sociedad en cuestión adopte una definición clara y consistente sobre el tema de las libertades. 

			Pero, para que esas libertades puedan ser efectivamente usufructuadas por los ciudadanos, a la definición incluida en “el contrato” requiere agregársele elementos culturales relativos a la convivencia, normas consuetudinarias que regulan el recurso (o no recurso) a la fuerza para defender las libertades, condiciones de control social sobre la conducta de los individuos, entre otros. Son estos aspectos los que permiten que, efectivamente, las libertades otorgadas a los individuos por el arreglo social primigenio se implementen y se vivan, por parte de los ciudadanos, de manera satisfactoria.

			Y, por último, es la capacidad que tienen de influir con eficacia en el devenir de la polis lo que hace que los ciudadanos tengan la posibilidad de ser efectivamente ciudadanos y lo que determina de qué manera lo serán. Por ello concluimos que lo que resulta decisivo, una vez más, es, además de los contornos explícitos de lo que se llama “ciudadanía” en el arreglo institucional básico (texto constitucional y demás normas legales), el conocimiento de cuáles son de facto las modalidades concretas de ejercicio de la ciudadanía. Tampoco es necesario desarrollar demasiado este último integrante de la enumeración de conceptos que integran nuestro título. 

			Dimensionadas las características fundamentales de la condición ciudadana que el contrato define, en la práctica cotidiana de la ciudadanía se verificarán innumerables variaciones que dependen de las características culturales que adopte “la virtud” cívica de los ciudadanos y su relación con el sistema de partidos. También impactaran las características de éste, el grado de articulación entre sociedad civil y sociedad política o, para referirnos concretamente a uno de los trabajos que siguen en esta publicación, cómo ha de verificarse la “presencia de Dios en la esfera pública”.

			En otras palabras, la intención central de esta publicación es explorar cómo es posible imaginar “reglas de juego” suficientemente virtuosas como para poder aspirar a construir una sociedad exitosa, como veremos a continuación. Sin embargo, se advierte que las características definitorias del pacto constituyente, aunque altamente relevantes en el perfil de la sociedad que esboza, no son más que materiales normativos (formalizados o consuetudinarios). Éstos sólo adquieren relevancia a través del ejercicio concreto de los derechos consagrados, de las modalidades efectivas de utilización de las libertades reconocidas y la de las prácticas cotidianas de ejercicio de la ciudadanía perfilada en las reglas del juego previamente establecidas.

			 

			c. Los artículos que componen este libro presentan distintos enfoques sobre esta vasta temática pero, en modo alguno, pretenden cubrir siquiera parcialmente su enorme amplitud. Sin embargo, en todos los casos, cada artículo se cuida bien de engarzar sus propuestas en el amplio espacio teórico de los contratos, las libertades, los derechos y las ciudadanías

			El primer trabajo se titula “Soberanía y secularización política en Occidente”, y es escrito por Jonathan Arriola. Su enfoque tiene la virtud de abordar un fenómeno histórico introduciendo una clara y cuidadosa perspectiva filosófica. Arriola sostiene que la noción contemporánea de soberanía, entendida esencialmente como el máximo poder dentro del Estado, comienza a adquirir su forma embrionaria en el siglo XV, incluso algo antes que la idea de contrato tome su forma moderna. Sin embargo, la idea se plantea y despliega teóricamente a finales del siglo XVI y principios del XVII, cuando se asiste a la recuperación de la filosofía y del discurso racionalista propugnado por el Renacimiento. 

			Para el autor, esa introducción de la racionalidad en los dispositivos políticos se tornó posible gracias a la transformación radical del espacio religioso que tuvo lugar en los siglos XV y XVI. 

			 

			Grosso modo, con la irrupción de la Reforma y del Renacimiento, las sempiternas diputas entre el papado y el emperador por el dominum mundi, el debilitamiento del feudalismo y, en contraste, el progresivo fortalecimiento de monarquías crecientemente absolutas que reclamarían una base territorial exclusiva y mucho más extensa de la que usufructuaban las ciudades-Estado de la Europa renacentista. Todo ello marcaría el declive definitivo del sueño medieval de la Res publica christiana y el inicio de un proceso de secularización que se consolida de hecho pero que, para el siglo XVII, va a cristalizar teóricamente en planteos filosóficos que consagrarán la emancipación del poder político de la tutela religiosa. 

			 

			En la primera parte, Arriola recorre los trabajos de Martín Lutero (1483-1546) y de Nicolás Maquiavelo (1469-1527), que allanan el camino para una concepción de la soberanía desligada de cualquier doctrina religiosa. La segunda parte se concentra en las obras de Bodino y Hobbes, y particularmente, en la fundamentación que ambos ofrecen del poder político y del lugar que la religión ocupará en sus propuestas. 

			¿Es posible pensar Occidente desde una concepción contractualista? Es una perspectiva posible para ser profundizada. Uno de los inconvenientes poco explorados de la tradición contractualista es la ausencia de una legitimidad territorial. Esta ausencia ha representado, simplemente, que los teóricos no veían necesidad alguna de justificar los “límites físicos” del contrato. Sin embargo, es válido preguntarse qué es Occidente sin el contrato y si existiría el contrato sin Occidente. Dentro de la riqueza que ofrece el trabajo de Arriola, queda presente, en forma implícita, la posibilidad de comenzar a pensar esta pregunta.

			En el segundo trabajo, “La doble moralidad en Spinoza y el fundamento de los contratos”, Oded Balaban se adentra, con precisión y agudeza, en el pensamiento de Spinoza. Aunque el autor no se detiene sobre el tema (y con cierta razón, porque lo da por conocido), debe señalarse al lector, con el ánimo introductorio que aquí nos es obligatorio, que la obra del filósofo holandés fue sometida, a lo largo del tiempo, a múltiples y divergentes lecturas. Pero, más allá de una diversidad hermenéutica que el paso del tiempo y las distintas perspectivas generadas por la academia en sus cambios de “humor filosófico” explican por sí solos, no es menos cierto que Spinoza está entre los filósofos conocidos como “de difícil aproximación”. Su obra está marcada, en primer lugar, por el recurso a un lenguaje que, aspirando a una suerte de precisión casi geométrica, termina muchas veces complicado por una polisemia que, seguramente, el autor nunca buscó conscientemente. Por otra parte, existen a veces formulaciones de Spinoza que sorprenden por una suerte de ingenuidad teórica que puede llegar a desarmar al lector. En resumen, la obra de Spinoza tiene, en ese aspecto, algún parecido formal con el modo expresivo de Hegel: su lenguaje requiere una suerte de “recodificación” específica, nos obliga a redefinir la relación entre conceptos y términos, porque su uso y las relaciones entre ambos que Spinoza habita se apartan bastante de lo que acostumbra, incluso, la academia más sofisticada.

			Introduciéndose, entonces, en estas complejidades semánticas, pero desde una perspectiva altamente productiva para la discusión teórica, Balaban adelanta la hipótesis, bastante provocativa, de que, con la excepción de lo adelantado en su obra por Michael Strauss, los innumerables intérpretes de Spinoza no han hecho realmente hincapié en un tema central y decisivo que atraviesa la ética del autor: el reconocimiento y la propuesta de considerar la existencia de dos tipos de ética diferentes; una, para los sabios (los que poseen sabiduría de vida basada en la autoconciencia), y otra, para el vulgo. Es cierto que esta distinción entre “dos éticas” no resulta obvia en el Tratado político, pero el hecho de que este texto sea considerado como inacabado nos deja perplejos acerca de si el tema puesto a discusión no hubiese reaparecido en él.

			Para Balaban, esta distinción entre “ética para los sabios” y “ética para el vulgo” permitirá comprender mejor su posición ante los contratos sociales y los acuerdos de paz desarrollados por el filósofo en su Tratado teológico-político. La idea de una doble ética la toma Spinoza de Nicolás Maquiavelo, a quien admira y denomina acutissimus Machiavellus; aunque, a diferencia de éste, la aplica pero no la desarrolla de modo explícito.

			Balaban expone, en primer lugar, la “doble ética” spinozista, y luego, su teoría general de los cuerpos de la que ésta se deduciría. A continuación, Balaban explora los modelos de interpretación basados en el texto spinoziano: es decir, todos ellos modelos totalmente válidos pero incompatibles entre sí. Por lo tanto, el autor intenta, si no armonizarlos, al menos poner de relieve la problemática interpretativa que de las diferencias entre ellos se desprende. Finalmente, a partir de la discusión anterior, el autor expone su posición ante la problemática de los contratos que, como sabemos, es la preocupación primera de la temática general de esta publicación.

			En el tercer ensayo, “En los orígenes del constitucionalismo moderno. Introducción al pensamiento de Montesquieu”, Javier Bonilla Saus presenta el trabajo como una exploración del punto de partida de dos fenómenos teóricos que están íntimamente vinculados. Básicamente, como una doble exploración de procesos distintos, pero relacionados entre sí.

			Por un lado, el autor nos anuncia un trabajo que se concibe como una mera introducción al pensamiento de Charles de Montesquieu; pero, al mismo tiempo, este pensamiento es ubicado por él “en los orígenes del constitucionalismo moderno”. En sentido estricto, esta afirmación se sostiene si señalamos que el trabajo desarrollado sobre la obra de Montesquieu se limita a una introducción a las condiciones en las que se generó el núcleo duro de su obra: esencialmente, los textos de las Consideraciones sobre las causas de la grandeza y decadencia de los romanos y Del espíritu de las leyes.

			Controlar el poder es uno de los principales legados filosóficos y políticos que han construido conjuntamente (aunque a veces sin saberlo) la tradición continental y la tradición británica de la política moderna. No es posible profundizar sobre el sentido del liberalismo sin primero pensar y comprender las virtudes cívicas y éticas que se desprenden de controlar el poder. El equilibrio de poderes que ha elaborado la sofisticada pluma del pensador francés es parte esencial del concepto contemporáneo de Estado de derecho o Rule of Law. El Estado de derecho no es sólo una construcción formal, o siquiera política, para organizar y entender la vida en comunidad. En cambio, tiene ramificaciones filosóficas y éticas que trascienden la mera lectura formal o positiva de las leyes. Pensar a Montesquieu como uno de los fundadores del concepto liberal del Estado de derecho quizás sea un logro singular del trabajo de Bonilla.

			Es altamente probable que, desde las lecturas jurídicas, se haya tomado Del espíritu de las leyes casi como una suerte de “libro de texto” en temáticas tan clásicas y decisivas como la separación, el equilibrio y el mutuo contralor entre los poderes del Estado, o como la necesaria proporcionalidad entre los delitos y los castigos. Pero, aun así, y de ser esto cierto, no deberíamos olvidar que el pensamiento jurídico de Montesquieu data de un momento teórico realmente muy lejano en el tiempo y, entre otras cosas, opera en el seno de una concepción del derecho muy anterior a la del positivismo jurídico.

			Para Bonilla: 

			 

			También es posible hacer la hipótesis de que la conocida dificultad de lectura que plantean los textos de Montesquieu (particularmente, por su falta de estructura lógica en Del espíritu de las leyes) haya causado que su obra quedara “esquematizada” como portadora de tres o cuatro grandes ideas, ya radicalmente aceptadas, y que, en la academia contemporánea, nadie atine a reexaminarla y, menos aún a enfrentarla.

			 

			El autor sostiene que este artículo contiene, quizás, una única virtud, y ésta no es precisamente teórica. Tal como se anuncia en el título, esta “introducción” a la obra de Montesquieu intenta principalmente subrayar el impacto que han tenido tanto el entorno cultural como el peculiar estatuto social (y hasta sociológico) en el que evolucionó, en su tiempo, el autor. Así, en el texto se adelantan elementos que permiten entender el despliegue de un pensamiento liberal, intensamente apegado al Estado de derecho, cargado de antiautoritarismo pero, al mismo tiempo, “moderado, de corte monárquico, que sueña con una sociedad política donde la limitación y los desbordes del poder estén definitivamente excluidos en aras de la defensa de las libertades”.

			En el siguiente trabajo, “Liberalismo y republicanismo en la obra de Adam Smith”, Alejandra Salinas señala que, en las últimas cuatro décadas, hemos asistido a un resurgimiento del llamado “republicanismo” en el campo de la filosofía política. El discurso republicano contemporáneo se presenta como una crítica y una alternativa al pensamiento liberal clásico, cuya visión de la política se limita tendencialmente a defender una organización institucional, y la administración de la defensa y la justicia, permaneciendo neutral respecto de las virtudes cívicas y los arreglos económicos y sociales que permiten a los ciudadanos participar en la vida pública. 

			La intención (seguramente original) de Salinas es sumar al diálogo entre liberalismo y republicanismo una voz que se remonte al momento fundacional en que la república moderna y la economía capitalista irrumpían casi simultáneamente en el escenario mundial. Dos sistemas que, si bien compartieron una ideología de origen –la libertad y la igualdad individuales–, también han compartido una trayectoria de tensiones, e incluso de distanciamiento, hasta el presente. Vida pública y privada, política y economía, virtud e interés son algunos de los binomios que laten en los debates sobre la posibilidad o la dificultad de complementación entre ambos.

			Este trabajo reflexiona el tema a partir de la lectura de Adam Smith, uno de los padres fundadores del liberalismo clásico, para evaluar si puede ser leído en una clave amigable para el republicanismo. La profesora Salinas se pregunta: ¿por qué retrotraernos a Smith? En primer lugar, eso sería necesario porque gran parte del diálogo reciente se asienta en interpretaciones de autores clásicos. Segundo, porque su enfoque es de interés para la mirada de la teoría política: para el Smith de la “Teoría de los sentimientos morales”, las “disquisiciones políticas” aportan la mayor utilidad y promueven el espíritu público. Tercero, su obra representa una renovada presencia en el análisis de la literatura académica especializada, a nivel global y también en América Latina. La autora analiza los conceptos del liberalismo de Smith que serían compatibles con el republicanismo, si bien advierte que Smith defiende, al mismo tiempo, otras ideas que resultan antitéticas con éste. 

			En efecto, Salinas no intenta evadir los “frentes” en los que liberalismo y republicanismo no logran congeniar convincentemente. Conviene señalar, al menos en nuestra opinión, que existe un sector de los autores “republicanistas” que, afirmados en un zócalo teórico rousseauniano, no se privan de “propagandear”, aun en textos de corte académico, argumentaciones que oscilan entre el jacobinismo y un marxismo tardíamente resucitado. La autora, con sabiduría, logra sortear esas polarizaciones gratuitas y nos ofrece un texto altamente constructivo destinado más a explorar las cercanías de esas dos corrientes, que a cultivar una incompatibilidad quizás ficticia, ya más que demostrada por multiplicidad de regímenes políticos contemporáneos.

			El artículo escrito por Germán Clulow, “¿Qué lugar para Dios en la esfera pública? Entre laicidad, secularismo y pluralismo”, se inicia en torno a un conjunto de preguntas: “¿Es necesario apartar a Dios del debate público? ¿Cuál es el lugar de la religión y de las Iglesias en las esferas pública e institucional? ¿Cómo debemos concebir la relación entre Estado, sociedad y religión en el siglo XXI?”.

			Desde el 11 de septiembre de 2001 en adelante, una lectura parcial del mundo (sea política, académica o popular) parece presentar una división irreconciliable entre Occidente y Oriente sobre un fondo de guerras de religión. Esta tesis, propuesta algunas décadas atrás, en tono profético pero teóricamente superficial, por Samuel Huntington, ilustra la existencia de “líneas de fractura” entre civilizaciones o culturas en diferentes puntos del orbe.

			Habría entonces, supuestamente, un vínculo entre el islam como religión y el islam como vector de violencia política. Para Clulow, este vínculo, sin embargo, “no sería proporcionalmente menos importante que la influencia que poseen ciertos sectores conservadores protestantes en la determinación de la política exterior estadounidense”. Más allá de estas consideraciones, resulta difícil negar el rebrote del debate religioso en la esfera pública e internacional. Luego de años durante los cuales el paradigma dominante se centró en el equilibrio de poder entre las dos superpotencias, los enfrentamientos anudados en torno a debates predominantemente religiosos parecen querer estructurar una nueva visión del mundo y sus conflictos, lo que nos retrotrae a un terreno donde la secularización parece estar en creciente retirada.

			En este sentido, para Clulow resulta interesante desarrollar dos conceptos que articulan el debate entre religión, Estado y esfera pública, pero que suelen ser pobre y escasamente explicados: laicidad y secularismo. Frecuentemente asociados o utilizados como términos intercambiables, representan una visión, que algunos calificarán de etnocéntrica y occidental, de un tipo de sociedad particular. Precisamente en la actualidad, cuando estos conceptos sufren las críticas provenientes de los círculos religiosos y pluralistas, es cuando conviene entonces interrogarse sobre su validez.

			El trabajo de Clulow se estructura en cinco partes. En primer lugar, el autor introduce la noción de tolerancia, centrándose tanto en la idea de laicidad como en la de secularismo, basándose en los escritos de Bayle y Locke. La segunda y la tercera parte versan sobre el desarrollo teórico y la distinción entre secularismo y laicidad. En la cuarta parte, se aborda la idea detrás del “mito de la laicidad o del secularismo” en las sociedades modernas. Por último, y a modo de conclusión, se presenta una visión alternativa a estas dos nociones: la de pluralismo. 

			En “John Rawls y Robert Nozick: aciertos y desconciertos”, Agustín Courtoisie sostiene que, desde fines de la década de 1960, se ha forzado el contraste entre estos dos autores esenciales de la filosofía política contemporánea, ocluyendo la posibilidad de examinar eventuales complementariedades, más allá de sus evidentes diferencias.

			La filosofía política contemporánea ha asumido que la obra de Rawls es superior a la de Nozick, tanto en calidad como en magnitud y coherencia. Sin embargo, si bien es evidente que Rawls ha escrito mucho más, con un programa de investigación que refleja una mayor coherencia, ello ha llevado a una recurrente confusión en la literatura. Para demasiados filósofos políticos posrawlsianos, hay una relación tangible entre magnitud, coherencia y calidad. Para éstos, la mayor envergadura de la obra de Rawls en comparación con la de Nozick sería consecuencia de una mayor rigurosidad académica, y no de una mejor comprensión filosófica. El trabajo de Courtoisie es un saludable y original enfoque que genera interrogantes sobre la conveniencia y la necesidad de plantear el problema en forma binaria.

			Por otra parte, según las diferentes adhesiones doctrinarias de los críticos, se ha exagerado la eficacia de algunos de los argumentos de nuestros dos filósofos, a la vez que se han desatendido ciertos errores potenciales de sus respectivos discursos. En tal sentido, ciertas lecturas de Anarchy, State, and Utopia, de Robert Nozick, simplifican dicha obra de modo análogo a la manera en que ciertas interpretaciones de A Theory of Justice, de John Rawls, tornan funcionales sus desarrollos a un rescate muy parcial de sus aciertos, o a un olvido peligroso de algunas debilidades conceptuales. 

			Courtoisie sostiene que “advertir fisuras en sus propuestas teóricas no hace menos grandes o importantes a autores como los mencionados. Y mostrar que algunos de sus aciertos podrían encontrarse en lugares diferentes a los identificados por algunas lecturas políticas fuertes no convierte a todos los críticos en personas apresuradas o poco competentes. Simplemente, muestra que, a lo largo del tiempo, ciertas producciones filosóficas, dada su intensidad y su peculiar riqueza intelectual, pueden ser metabolizadas o aprovechadas de distintas maneras por las sucesivas generaciones de lectores”. El artículo que nos ocupa ubica distintos momentos del recorrido doctrinario de ambos autores, procurando leerlos de nuevo con frescura, e intenta rehuir, hasta donde ello sea posible, maneras ya reiteradas de encerrarlos en una postura ideológica o en un marco de definiciones establecido de antemano. 

			Un modesto conjunto de casos permitirá despejar la mirada, al menos en parte, ya se trate de argumentos como el del “trasplante de ojos” (utilizado por Nozick), concebido para mostrar las consecuencias absurdas que podría tener el afán estatal redistributivo, o el del “velo de la ignorancia” (archiconocido componente del dispositivo rawlsiano), ideado para evitar conflictos de intereses al decidir desde una “posición originaria”. La necesidad de buscar puntos de encuentro entre Rawls y Nozick no refleja el intento superficial de exponer posiciones diferentes para conciliar las diferencias, sino que, en cambio, significa la posibilidad de profundizar un programa de investigación potencialmente rico e insuficientemente desarrollado. Courtoisie comienza un camino que parece necesario (y fascinante) profundizar.

			Por su parte, en “El liberalismo en John Rawls. De la teoría de la justicia al derecho de gentes”, Andrés Riva Casas nos posiciona nuevamente alrededor de Rawls. En 1971, apareció en Estados Unidos un libro titulado A Theory of Justice, cuyo autor era un profesor de Harvard que hasta el momento había publicado unos pocos artículos en revistas especializadas y su nombre era ciertamente desconocido en la primera plana del pensamiento filosófico de la época. Sostiene Riva Casas:

			 

			Nada impidió que esta obra se convirtiera en un best seller, vendiendo cuatrocientas mil copias tan sólo en inglés y siendo traducida a una treintena de idiomas. Más aún, la obra de Rawls se ha convertido en una parada ineludible para cualquiera que desee trabajar en el ámbito de la filosofía política, manteniéndose vigente hasta nuestros días.

			 

			La obra de Rawls es, a la vez, amplia y precisa. Como mencionamos, su programa de investigación refleja un recorrido sumamente coherente. Si bien la coherencia como virtud se encuentra sobrevalorada en la academia contemporánea, confundiéndola demasiadas veces con la forma de profesionalismo ineludible para la búsqueda de una verdad, en el caso de Rawls ha contribuido a profundizar el sentido, el alcance y los límites de la posición original, y el papel que el velo de ignorancia puede y debe jugar en ella. Riva Casas ha estudiado el recorrido realizado por Rawls entre A Theory of Justice (1971), Polítical Liberalism (1993) y The Law of Peoples (1999). En palabras del autor: 

			 

			A diferencia de muchos de sus colegas, Rawls dedicó su carrera al desarrollo y el perfeccionamiento de un proyecto de investigación que, junto con la publicación de varios artículos, tuvo dos instancias decisivas entre 1971 y 1999. En 1993, el autor publicó Polítical Liberalism, texto en el que pretende “bajar a tierra” su teoría de la justicia y aplicarla en una democracia liberal, mientras que seis años después, en 1999, vio la luz su más polémica obra: The Law of Peoples. En ella, Rawls plantea su concepción de un sistema internacional justo, regido por principios universales que ofrecerían un marco de paz a las relaciones entre Estados. A su vez, introduce una controvertida doctrina de los derechos humanos que será uno de sus principales blancos de críticas. 

			Sin embargo, y como cabría esperar, la obra de Rawls no ha estado libre de críticas y polémicas. Por el contrario, su relevancia para la filosofía política ha suscitado encendidos debates y acaloradas discusiones. En este marco, el presente trabajo pretende constituir un nuevo aporte en la comprensión del pensamiento rawlsiano, trabajando sobre la hipótesis de que existe una ruptura en la concepción liberal a lo largo de su obra, evidenciada a través de un marcado desprendimiento del universalismo moral que en sus primeros trabajos abrazó con entusiasmo.

			 

			Así, Riva Casas argumenta que el recorrido construido entre las tres principales obras refleja un programa coherente que, sin embargo, fracasa en consolidar un riguroso programa progresivo. Es decir, la supuesta mayor rigurosidad que expresa un programa de investigación que aspira a profundizar un original marco conceptual puede devenir en algunos casos, particularmente en éste, en un empobrecimiento conceptual que opaca aquella gran idea original. Para el autor, A Theory of Justice y Political Liberalism representaron una redefinición del liberalismo desde el foco del igualitarismo, y The Law of Peoples (donde se desarrolla una teoría normativa de las relaciones internacionales) no se corresponde con el universalismo moral kantiano que domina su teoría de la justicia. Por el contrario, Rawls muestra una faceta que posee problemas y limitaciones si es vista desde una óptica liberal igualitaria. En este sentido, el autor destaca el concepto de “decencia” que Rawls deja entrever en su derecho de gentes y señala cómo los individuos tomados como un fin en sí mismos dejan de ser el núcleo central, como lo eran en la teoría de la justicia, para ceder el lugar a los “pueblos” en el derecho de gentes.

			En “Los tiempos del contrato. Justicia distributiva y teoría del valor”, Pedro Isern Munne sostiene que las teorías de justicia distributiva contemporáneas asumen que la búsqueda de lo justo descansa en alguna forma de equidad: en palabras de John Rawls, “justice as fairness” o justicia como equidad. Sin embargo, para el autor es relevante una pregunta previa: ¿cómo sabemos que aquello que se busca igualar a través de una política distributiva es, ex ante, desigual? Porque hemos recurrido a un mecanismo para medirlo. Ello necesariamente supone una teoría del valor que puede ser explícita o implícita. 

			La ausencia de diálogo entre la filosofía política y la ciencia económica, al menos en este punto, ha generado aquí que un problema, en principio simple, se haya convertido en un malentendido analíticamente relevante. Un ejemplo cabal de este malentendido es la “medida de valor” que construye Ronald Dworkin en “What is Equality? Equality of Welfare” y “What is Equality? Equality of Resources”, sus dos clásicos trabajos publicados por Philosophy and Public Affairs en 1981. Dworkin resuelve el problema sobre cómo medir aquellos bienes que se busca redistribuir de una manera llamativa: inventa un nombre para la unidad de medida, denominándola clamshells. Al hacerlo, para Dworkin (y para una parte de la filosofía política contemporánea), “desaparece” el problema. La semántica ha aportado aquí una solución para resolver un problema que, en principio, parece mucho más serio. Llamar clamshell a la medida de valor y creer que he resuelto el problema de la medición de aquello que debo redistribuir es un razonamiento circular.

			La particular solución ideada por Dworkin asume una posición original donde hay un stock dado de bienes pasibles de ser distribuidos. Como para esta escuela objetivista había ya valor en las cosas, el problema principal era idear una manera de distribuirlos en forma justa. Dworkin es un ejemplo original de una creencia tan diseminada que ni siquiera es percibida como problema. Como vemos, hay una relación analítica que debe ser develada entre la teoría del valor, el contractualismo y la justicia distributiva. Una teoría objetiva del valor encuentra, en la invención del contrato, una inmediata simpatía o cercanía conceptual, ya que el contrato asume un punto de partida que se desinteresa de lo ocurrido anteriormente. Es decir, el contrato es una invención analítica que no necesita justificar qué había antes y cuál fue el proceso hacia el momento inicial o posición original. Este trabajo intenta remarcar que es imposible pensar teorías de justicia distributivas válidas sin primero explicitar y justificar la teoría del valor que se encuentra detrás.

			La filosofía política ha subestimado históricamente el aporte que la escasez podía hacer para argumentar sobre lo justo. Esa distancia se consolidó de manera singular desde el quiebre analítico y conceptual inaugurado por Rawls. En tanto es un momento inicial, lo anterior, tautológicamente, no existe o no tiene relevancia. La filosofía política contemporánea ha consolidado una falacia allí donde había un problema. Sostiene Isern que esta falacia, ejemplificada en los clamshells de Dworkin, abre un desafío y una oportunidad.

			Por último, en “La «responsabilidad de proteger». Bases filosóficas, normas en pugna y nuevos desafíos”, Fabián Wajner propone ahondar en las bases filosóficas de la norma internacional “responsabilidad de proteger” (popularmente denominada en idioma inglés como R2P), que ha asumido un rol central en la relaciones internacionales de la última década. En esencia, R2P se refiere a la responsabilidad que le cabe a la comunidad internacional ante violaciones en gran escala de los derechos humanos por gobiernos que no ejercen dicha responsabilidad.

			Para el autor, “pocas normas emergentes han ascendido tan rápidamente a la cima de la arena normativa internacional como R2P”. Elaborada en 2005, y adoptada oficialmente por las Naciones Unidas entonces, R2P ha sido invocada en repetidas oportunidades en países en conflicto y cuando los derechos humanos se encontraban directamente cuestionados. En ciertas ocasiones, dichas invocaciones han derivado en consensuadas intervenciones humanitarias (como en el caso de Libia en 2011), mientras que, en otras, tales intervenciones no fueron concertadas, entre las que destaca el caso de Siria desde 2011.

			La discusión sobre los derechos y las responsabilidades de intervención se remonta a los debates más básicos de la filosofía política. Apelar a la responsabilidad estatal para salvaguardar los derechos básicos de sus ciudadanos, así como las consecuencias de fracasar, hace referencia a un contrato social existente de manera innata entre gobierno y gobernados. Dicha afirmación contractualista ha sido generalmente adscripta a la esfera interna del Estado-nación; sin embargo, en el campo de las relaciones internacionales, dicha responsabilidad solía tener límite al toparse con un principio de fuerte arraigo histórico (el respeto a la soberanía nacional), traducido en una norma “sacrosanta”: la no interferencia en asuntos internos.

			Hacia finales del siglo XX, las nociones liberales de derechos humanos o intervención humanitaria conseguían proveer una propuesta consistente ante este dilema planteado: “derechos versus soberanía”. Este trabajo vuelve a plantearnos una cuestión principal que recorre, tácita o explícitamente, gran parte del libro: el “estado del arte” del liberalismo en su acepción más amplia. En algún punto de su derrotero conceptual, el liberalismo siempre expresa alguna forma del contrato, en tanto es una concepción filosófica que busca garantizar, mediante acuerdos, ámbitos de igualdad y libertad. Ante eventuales fracasos en esa búsqueda, el liberalismo aspira a encontrar y acordar, formal e informalmente, ámbitos de tolerancia. En este sentido, es posible ver cómo el trabajo de Wajner enriquece esa relación tensa y difusa entre contractualismo y liberalismo, al incorporar a la discusión una nueva literatura que, no paradójicamente, aporta a partir del reflejo de determinadas limitaciones presentes en ambas tradiciones.

			El trabajo muestra de qué manera la norma R2P emergió pretendiendo sobreponerse a esta disyuntiva, apoyándose en una estructura conceptual basada en nociones liberales de progresiva influencia: sociedad internacional, cosmopolitismo, derecho de gentes, humanitarismo, internacionalismo, instituciones supranacionales. Por primera vez de manera oficial y sistemática, la norma evocaría una transferencia de responsabilidad desde el Estado soberano hacia la comunidad internacional. Nótese que tal transferencia presupone la existencia de tal “comunidad” y de una relación de responsabilidad de ella para con los “ciudadanos del mundo”. Un abordaje profundo de dichos conceptos resulta clave, pues, para entender los pilares filosóficos que sustentan la flamante norma.

			Más aún, Wajner sostiene que, en la última década, esta concepción se encuentra desafiada en lo referente a la eficacia en su implementación pero, principalmente, por otras normas en pugna. La reafirmación de principios tales como la soberanía, el relativismo cultural, el pacifismo, el orden internacional o la legitimidad, compiten con R2P en el campo ético/normativo. Para el autor, “el estudio de los pilares filosóficos por detrás de estas críticas nos permitirá no sólo posicionar más claramente los debates en el campo de las relaciones internacionales, sino también enriquecer los agitados debates respecto de su aplicación práctica”.
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